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I.  INTRODUCCIÓN.

Fue en el campo de las ciencias naturales,  donde  se comprobó que  los distintos elementos que componen el medio ambiente  no pueden ser alterados o separados  sin que ocurra  algún porcentaje  de degradación en el  mismo; los diferentes componentes  conforman una fina red en la que la acción sobre uno cualquiera de sus hilos repercute necesariamente en el entramado total.

Como una de los grandes hitos evolutivos del  tema ambiental, se incorpora el factor cuantitativo. Cuando la industrialización comenzó a amenazar la calidad de los recursos naturales, la política del medio ambiente fue prácticamente identificada con la conservación de la calidad del recurso, frente a las agresiones del hombre. Con el paso del tiempo, se ha podido detectar que la civilización moderna no solo afecta únicamente al estado cualitativo de los factores naturales, sino a su mismo ser, a su propia subsistencia.

La humanidad se enfrenta a una problemática  provocada por el exceso de la población mundial y el aumento de los bienes de consumo. Ello se traduce en la desaparición de especies en los tres órdenes biológicos conocidos; incluso ello ocurre antes de que la ciencia llegue a conocerlos.

Algunos estudios señalan que aproximadamente cien especies se extinguen diariamente; los mas afectados son hábitat tropicales, estando entre las causas de esa perdida: la contaminación, la sobre explotación de los recursos, la introducción de especies y variedades foráneas, el cambio climático y la destrucción de hábitat.

En consecuencia, la perdida de diversidad biológica, no solo constituye un claro riesgo de supervivencia de todo el entramado  de la naturaleza en su conjunto, también significa la pérdida de un enorme potencial de desarrollo económico; en efecto,  con los avances de la ciencia y la investigación, en muchas de las manifestaciones de vida, que hoy día están desapareciendo, puede existir una infinidad de recursos: remedios para enfermedades hoy  incurables, elementos químicos  que sean de aplicación en la industria, etc.

Para abordar estos temas fue que en el marco de Naciones Unidas se desarrolló la llamada   “Cumbre de la  Tierra”,  celebrada en Río de Janeiro  en junio de 1992; sus objetivos principales fueron lograr un equilibrio entre las necesidades económicas, sociales y ambientales de las generaciones presentes y de las generaciones futuras y sentar las bases para una asociación mundial entre los países desarrollados y los países en desarrollo, así como entre los gobiernos y los sectores de la sociedad civil, sobre la base de la comprensión de las necesidades y los intereses comunes.

En dicha cumbre, participaron 172 gobiernos;  uno de los grandes instrumentos aprobados fue la   “Convención  sobre Diversidad Biológica”

En mérito a ello se ha declarado de “interés común de la humanidad” la conservación de la diversidad biológica, entendida como “… la variabilidad de organismos vivos de cualquier fuente, incluidos, entre otras cosas, los ecosistemas terrestres y marinos y otros ecosistemas acuáticos y los complejos ecológicos de los que forman parte; comprende la diversidad dentro de cada especie, entre las especies y de los ecosistemas.
Habitualmente se considera en tres niveles:

a)nivel genético: la variabilidad dentro de una especie;

b)el nivel de especie: la variabilidad de organismos vivos en el mundo. 

c)el nivel ecosistema: la variedad de hábitat; comunidades de plantas y animales, así como los procesos ecológicos.”(art. 2 de la Convención)

Existen dos  modalidades de conservación de la biodiversidad: 

La “conservación ex situ” que se ocupa  la conservación de componentes de la diversidad biológica fuera de sus hábitats naturales.

La  “conservación in situ” que refiere a la conservación de los ecosistemas y los hábitats naturales y el mantenimiento y recuperación de poblaciones viables de especies en sus entornos naturales y, en el caso de las especies domesticadas y cultivadas, en los entornos en que hayan desarrollado sus propiedades específicas( art. 2 de la Convención).

En el marco de esta última modalidad  de conservación es que se ubican las áreas protegidas , que son ámbitos físicos de conservación de la biodiversidad “in situ” ; ello se logra por medio de un estatuto jurídico  especial de protección que pretende preservar los valores ambientales  mas significativos del lugar .  

Los sistemas de áreas protegidas cumplen un papel fundamental en la conservación del patrimonio natural y cultural de un país y, como consecuencia, en la mejora en la calidad de vida de sus pobladores. Para el manejo efectivo de las áreas silvestres protegidas es necesario planificar programas de conservación donde sean integrados los conceptos de desarrollo sustentable y de investigación en los recursos naturales para aportar la información  requerida a la hora de definir los objetivos y las pautas de manejo y gestión de las áreas. 

De esta forma, para que las áreas protegidas sean una herramienta de conservación realmente efectiva, deben articularse a un sistema nacional que asegure una muestra representativa y balanceada de los ecosistemas del país. Estos espacios, ordenadamente relacionados entre sí a través de su manejo y protección, contribuyen al logro de determinados objetivos de conservación y, a su vez, al desarrollo sustentable de la  nación

En  Uruguay  se  ratificaron las convenciones internacionales que constituyen el antecedente internacional de la conservación in situ de la diversidad biológica por medio de áreas protegidas:

El  28/06/88,  se aprobó la  Ley Nº15.964, que ratifica como derecho interno a la  Convención para la Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural (París, 1972).

El  27/08/93, se sanciona la  Ley Nº16.408, que  aprueba el Convenio sobre Diversidad Biológica celebrado en la ciudad de Río de Janeiro, República Federativa de Brasil (1992).

II. EVOLUCIÓN EN NUESTRO DERECHO RESPECTO DEL TEMA  ÁREAS PROTEGIDAS. 

La Ley No. 15.939 del 28/12/87  (Ley Forestal) define en  su art. 19, a los parques nacionales, como destinados a fines turísticos, recreativos, científicos y culturales y que no podrán ser sometidos a explotación salvo la necesaria para preservar el destino de interés general que motivó su creación.

Determina, que el  órgano encargado de su identificación y manejo es el Ministerio de Ganadería Agricultura y Pesca (MGAP) a propuesta de la Dirección General de  Recursos Naturales Renovables; la única excepción a esta  disposición son  los Parques de San Miguel y Santa Teresa, cuya administración está a cargo del Comando General del Ejercito  a través del Servicio de Parques del Ejército (SEPAE).

Nuestra legislación en principio, identificó al Parque Nacional, con  el patrimonio forestal del Estado, en mérito a ello su regulación jurídica se incluyó en la ley forestal. Se parte de una concepción primitiva, según la cual las áreas protegidas se vinculan con la existencia de grandes espacios forestados, que son  excluidos de la actividad productiva  y que tienen  su  paradigma en el Parque de Yellowstone 
.

Expresamente se dispone que los parques son de uso público (art. 18 in fine).

 Se le confiere la facultad al Poder Ejecutivo, de ceder su administración y dirección, tanto a entidades públicas como privadas sin fines de lucro, por razones de conveniencia.  

Evidenciando una evolución en cuanto al concepto, por primera vez,   en norma con rango de ley, en el art. 458 de la Ley 16.170, de fecha 28/12/90, se utiliza la expresión “áreas protegidas”; se realiza un breve inventario de aquellas mas significativas, y se comete al Ministerio de Vivienda Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) su definición precisa, así como la reglamentación de su uso y manejo. En dichas zonas, "toda acción u obra" que pueda alterar o introducir "modificaciones permanentes en su ecosistema, deberá contar con informe favorable del Ministerio de Vivienda Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente." 

 Mas tarde se  vuelve a la competencia originaria en la materia; de acuerdo a lo dispuesto por el art. 207 de la Ley 16.320, de fecha 1/11/92, las áreas naturales protegidas en cuanto a su delimitación manejo y administración, son competencia del Ministerio de Ganadería  Agricultura y Pesca, debiendo guardarse la debida armonía con los planes nacionales de protección de medio ambiente formulados por el MVOTMA. Dicha norma fue reglamentada por Decreto No. 263/993 de fecha 8/06/93.

En la Ley No. 16.466, de fecha  19 /01/94,   en su art. 6 º se  consagra que una serie de actividades, construcciones u obras  públicas o privadas quedarán sometidas a la realización previa de  un estudio de impacto ambiental. El Decreto Reglamentario actual  Nº 349/005, de fecha 21/09/2005, en su art. 2º numeral 34,  dispuso como obligatorio la Autorización Ambiental Previa, respecto de “las actividades, construcciones  u obras, que se proyecten dentro de las Áreas Naturales Protegidas que hubieran sido o sean declaradas como tales y que no estuvieran  comprendidas dentro de los planes de manejo aprobadas con sujeción a lo dispuesto en la ley 17 234 del 22 de febrero de 2005”.

En el primer  decreto reglamentario de la ley ( Nº 435/994) se sometía al procedimiento de Autorización Ambiental Previa al plan de manejo, que era a su vez aprobado por el mismo MVOTMA, con el asesoramiento de los mismos técnicos;  ello fue superado con toda razón por la nueva redacción dada al decreto,   que limita la necesidad del procedimiento,  a las  actividades no previstas en el plan de manejo.

Se crea de este modo,  un  instrumento eficaz para prevenir eventuales daños provocados por intentos de explotación minera, forestal, pesquera, etc., en áreas protegidas;  es un  paliativo a efectos de evitar los posibles perjuicios que puede traer aparejada la fragmentación institucional y de competencias  señalada.

En la Ley No 16.736, de fecha 5/01/96, en el Artículo 272, se  faculta al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca (MGAP), previo asesoramiento del MVOTMA, a proceder a la enajenación de todos aquellos predios que forman parte de áreas protegidas o parques que administra a través de la Dirección General de Recursos Naturales Renovables y que hayan perdido las características o condiciones que motivaron su designación como tales áreas o parques. El producido de las enajenaciones será destinado a la adquisición de los predios necesarios para integrar las áreas protegidas o parques existentes u otros a crearse o a inversiones para el mantenimiento y mejor aprovechamiento de dichas áreas o parques.

 Se declaró de utilidad pública la expropiación de aquellas áreas necesarias para constituir áreas protegidas o parques nacionales.

 III. LEY N° 17.234, SOBRE LA CREACIÓN Y GESTIÓN DE UN SISTEMA NACIONAL DE ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS.

 III.1. Nociones generales. 

En febrero de 2.000, después de un largo proceso, se aprobó la ley que recoge las disposiciones actuales referidas al tema que nos ocupa.

 Se consagra la creación de un “Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas”.: ello representa  recoger la concepción que entiende al medio ambiente como un todo único sistémico, cuya regulación es indispensable encarar en forma conjunta y orgánica.

El “sistema” implica un conjunto de áreas de conservación que al dirigirse y desarrollarse como un todo, son capaces de satisfacer objetivos seleccionados de conservación del medio ambiente nacional.

La finalidad perseguida es aplicar “políticas y planes nacionales de protección ambiental”
. 

La ley parte de un concepto amplio de medio ambiente, ya que el mismo comprende los valores “históricos, culturales, paisajísticos…aún cuando las mismas hubieran sido transformadas parcialmente por el hombre”

Las disposiciones de la ley son catalogadas como de “orden público”, lo que representa que la voluntad de los particulares o de las Instituciones públicas, no puede en ningún caso contradecir la norma
.

 También sus objetivos son catalogados como de interés general, lo que implica que pueden limitarse los derechos individuales en beneficio de ese interés superior.

III.2. Estructura  administrativa y competencia del  “Sistema Nacional”.

El ámbito de competencia es todo el territorio nacional.

Se reserva para el Poder Ejecutivo la potestad de fijar la   política nacional  referida a las áreas naturales protegidas, como parte de la política nacional ambiental  ya atribuida por los artículo  2º  y numerales 7 a 10 del artículo 3º de la ley 16 112 de 30 de mayo de 1990.   

También es competencia privativa del Poder Ejecutivo a propuesta del MVOTMA las siguientes atribuciones: 

· Incorporar al “Sistema...” bajo la categoría de manejo que corresponda las áreas naturales que califiquen, dado su interés para la conservación, para formar parte del mismo. 

· Selección y delimitación de estas  áreas naturales que se incorporen al sistema y volver a delimitar y calificar las áreas protegidas ya existentes al tiempo de aprobación de la ley cualquiera sea la jerarquía de la norma de creación.
· Efectuar designaciones dominiales,  transfiriendo al MVOTMA los bienes inmuebles  que fueran considerados integrantes del sistema,  sin que sea necesario el consentimiento del órgano titular del inmueble, cuando se trate de un miembro de la Administración Central.

· Establecer los plazos y la forma para deslindar los padrones afectados al Sistema a partir de los cuales no se podrá intervenir o modificar las condiciones naturales paisajísticas o históricas existentes en ellos.

· Identificar los programas, proyectos de inversión, incluidos  locales y funcionarios que deberán ser transferidos al MVOTMA para la creación del Sistema.   

· Determinar las limitaciones o prohibiciones respecto de los  usos o actividades que se pueden realizar en  los inmuebles  incorporados en el Sistema.

· Conceder la  administración de determinadas áreas naturales protegidas a otras personas públicas o privadas.   

· Fijar precios por la prestación de servicios, explotaciones e ingreso a las áreas naturales protegidas. 

Se le atribuye al  MVOTMA competencia propia ( numeral 8º del art. 180 de la Constitución)  para: ”formulación, ejecución, supervisión y evaluación de los planes nacionales referidos a las áreas naturales protegidas, a través de la Dirección Nacional de Medio Ambiente.”(art. 10 )

También se le atribuye competencia propia en:

· La elaboración de las pautas generales correspondientes a cada categoría de manejo, su zona adyacente y en la aprobación de los planes de manejo específicos de cada área natural protegida (art. 12). 

· Las tareas de inspección y contralor (art.18).

· La designación  de las comisiones asesoras previstas en el art. 15 de la ley. 

· La administración de el Fondo de Áreas Protegidas ( art 16).

· La aplicación de sanciones (art 18).    

Se dilucida definitivamente la cuestión vinculada a la pretensión del MGAP  de mantener la competencia sobre la materia, disponiendo ( art. 23) la  derogación  del artículo 207 de la Ley Nº 16.320, de 1º de noviembre de 1992, y normas concordantes (decreto N° 263/993), en todo lo relacionado con las áreas naturales protegidas.

En definitiva, el MGAP, por medio de su Dirección General de Recursos Naturales Renovables, pierde la competencia que sobre el tema específico de las áreas protegidas; pero conserva su competencia en lo referido a los recursos naturales renovables, la protección de fauna,  flora y pesca 

 Es indudable que pese a la reanimación del destino del MVOTMA como órgano con competencia específica en la materia, sigue resultando imprescindible una actividad coordinada entre ambos ministerios para la obtención de los fines últimos perseguidos: la protección de nuestro medio ambiente.

En este sentido se ha logrado  un importante avance ya que para la redacción del decreto reglamentario de la Ley ( Nº 52/2005)  se constituyó una comisión integrada por funcionarios de ambos ministerios  que   elaboró una propuesta de reglamento en conjunto. 

A su vez, la ley también resuelve el punto de conflicto existente con el Ministerio de Defensa por los parques nacionales administrados actualmente por el Ejercito Nacional;  la Ley Forestal,  mantenía en un régimen diferente  a   los Parques de San Miguel y Santa Teresa, cuya administración se dejó en manos del Comando General del Ejercito  a través del Servicio de Parques del Ejército (SEPAE).

Lo mismo se hizo en la ley que nos ocupa;  en el art. 5,  establece que aquellos espacios protegidos que estuvieran en febrero del 2000 bajo su administración, continuarán en la misma situación,  debiendo coordinar con el MVOTMA las medidas de manejo. Dicha coordinación tendrá lugar a través del representante del Ministerio de Defensa en la Comisión Nacional Asesora de Áreas Protegidas (art 12 del reglamento). 
III.3. Órganos asesores.

En el artículo 15 de la ley,  siguiendo la tendencia internacional en este sentido
,  se dispuso  la creación de dos comisiones:  una a nivel nacional, denominada: “Comisión Nacional Asesora de Áreas Protegidas” cuyo cometido es asesorar al MVOTMA, y por su intermedio al Poder Ejecutivo  sobre los temas vinculados a la política nacional de áreas protegidas a nivel nacional y el cumplimiento de la ley de creación del sistema.

Esta debe ser integrada por: “... por delegados del Poder Ejecutivo, del Congreso Nacional de Intendentes, de la Universidad de la República, de la Administración Nacional de Educación Pública, de las organizaciones representativas de los productores rurales y de las organizaciones no gubernamentales ambientalistas...”

En el art. 17 del decreto reglamentario ( 52 / 005)  se especifica que los delegados del Poder Ejecutivo que la integran son: el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que la presidirá; el Ministerio del Interior; el Ministerio de Defensa Nacional; el Ministerio de Educación y Cultura; el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca; el Ministerio de Turismo. 

Por entidades representativas el mismo decreto identifica a las siguientes instituciones (art.18): “... la Asociación Rural del Uruguay, la Federación Rural, las Cooperativas Agrarias Federadas, la Comisión Nacional de Fomento Rural, la Asociación de Cultivadores de Arroz y la Asociación Nacional de Productores de Leche. 
De las organizaciones no gubernamentales ambientalistas se consideran aquellas  que “ ...  cuenten entre sus objetivos , la defensa, conservación, y mejoramiento del ambiente.”

Para la designación del  representante de los productores agropecuarios y las organizaciones no gubernamentales ambientalistas, (contarán cada uno con dos delegados)  el MOVTMA, requerirá su designación,  de común acuerdo,  por las entidades representativas de ambos  sectores; si transcurren  60 días corridos de la fecha que se fije en el requerimiento, y  las entidades representativas no hubieran alcanzado y comunicado su acuerdo al Ministerio éste los designará de oficio entre los ya propuestos.


La Comisión Nacional Asesora establecerá su régimen de funcionamiento, en el ámbito de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, la que proveerá el apoyo administrativo necesario 

A su vez se crea otra comisión   para cada una de las  áreas  protegidas, denominada “Comisión Asesora Específica”     cuyo cometido es asesorar al Ministerio respecto de cada área protegida luego de ser incorporada al Sistema.

Estará integrada por: “... representados el Poder Ejecutivo, los propietarios de predios privados incorporados al área, los pobladores radicados dentro del área, las autoridades locales y las organizaciones no gubernamentales ambientalistas con actividad vinculada al área.”

Por vía reglamentaria (art.19) se dispuso que los representantes del Poder Ejecutivo son:  “el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que la presidirá; el Ministerio de Defensa Nacional; el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca; la/s Jefatura/s de Policía del o de los departamentos bajo cuya jurisdicción se encuentre el área natural protegida en cuestión; la o las intendencias municipales correspondientes; además la integran :  el administrador del área protegida; los propietarios de predios incorporados al área, los pobladores radicados dentro del área y las organizaciones no gubernamentales ambientalistas con actividad vinculada al área. 


Se define a las entidades no gubernamentales requeridas como aquellas que: , “teniendo o no radicación en la zona, notoriamente hayan desarrollado o desarrollen actividades de investigación, educación, difusión o protección sobre los valores ambientales del área incorporada al sistema o en el o los departamento/s en cuyo territorio se encuentra ubicada el área natural protegida”. 

 Los propietarios de la zona y los de las organizaciones no gubernamentales tendrán dos delgados cada uno que serán designados por el MVOTMA.

Los cometidos de la comisión específica están establecidos en el art. 20 del reglamento y refieren a los siguientes temas: 

“a) Velar por el cumplimiento de los objetivos y plan de manejo del área natural protegida, promoviendo las gestiones que considere oportunas a tales efectos; 
b) Asesorar, a través de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, sobre el proyecto de Plan de Manejo o Plan Director y sus revisiones, así como respecto del plan anual de actividades, la correspondiente memoria del ejercicio y los proyectos de obras y actividades a realizarse en el área, que no estén comprendidos en los anteriores, incluyendo la proposición de las medidas que considere necesarias para corregir disfunciones o mejorar la gestión en el área natural protegida; y, 
c) Oficiar como ámbito de participación de las comunidades locales en la gestión del área. “

IV.  PROCEDIMIENTOS  PARA LA INCORPORACIÓN  DE ÁREAS PROTEGIDAS AL SISTEMA NACIONAL. 

IV.1. Nociones generales.

El Poder  Ejecutivo,  a propuesta del MVOTMA, incorporará al “Sistema” las áreas protegidas que considere califican para ser  comprendidas en el mismo.

 Las áreas, ya consagradas por nuestra legislación, sea cual sea la jerarquía de esa norma, deben ser re-calificadas y delimitadas, a efectos de ser sometidas al procedimiento de selección que dispone la ley. En esa misma oportunidad se la asignará al área, la categoría que le corresponda de acuerdo a las actuales  disposiciones.

El órgano  que aparece como encargado de la selección es la Dirección Nacional de Medio Ambiente (DINAMA); antes de elevar la propuesta de inclusión en el sistema, deberá: 

· Consultar a la Comisión Nacional Asesora de Áreas Protegidas.

· Instrumentar una instancia de participación ciudadana que debe incluir una  audiencia pública con etapa de manifiesto previo. Conforme el decreto reglamentario ( art 10) la etapa de manifiesto es de 60 días corridos contados a partir del primer día hábil siguiente al de la publicación  prevista en el literal A del art. 7 de la ley ; la audiencia pública se realizará 30 días después de  vencido el plazo de manifiesto; en este proceso, cualquier interesado podrá realizar “las apreciaciones que considere convenientes”.

De acuerdo a lo dispuesto en el decreto reglamentario de la ley ( Nº 52/ 005) la propuesta que el MVOTMA realice al Poder Ejecutivo de incorporación de un área al sistema deberá incluir  los siguientes recaudos: 

a) Ubicación y delimitación realizada  en un plano a escala adecuada, con una propuesta de deslinde de los padrones comprendidos en la misma. 
b) Caracterización del medio físico, biológico, socio económico, uso actual y potencial de la tierra y aspectos culturales históricos y arqueológicos. 
c) Aspectos destacados que justifican su inclusión en el Sistema, y objetivos de conservación. 
d) Propuesta de asignación de una de las  categorías de manejo.
e) Pautas para el Plan de Manejo y condiciones generales de uso del suelo. 
f) Delimitación en un plano a escala adecuada de la zona adyacente si correspondiere.
Una vez aprobada la selección por parte del Poder Ejecutivo,  se realizarán “las designaciones dominiales”, que implica la transferencia de pleno derecho al ámbito de competencia del MVOTMA de los predios públicos del Estado Central que sean identificados como formando parte de las áreas protegidas calificadas.

IV.2. Incorporación de predios de propiedad privada al Sistema.

Una vez identificado el predio que es pre-seleccionado para forma parte  de un  área protegida, si su titular es un particular, se procurará su consentimiento a efectos de  que acepte su incorporación al sistema.

Para ello debe ser notificado en forma personal de la propuesta de conformidad con lo previsto por el Decreto 500/991.

En el caso de aceptación, dicho consentimiento se documentará  en un contrato (art. 8 del Reglamento) en el que se estipulará: “...las condiciones de uso y manejo a que quedará sujeta el área en cuestión, de acuerdo a la categoría de manejo seleccionada,...”


A partir de la notificación personal o por edictos, los propietarios tendrán un plazo máximo de 90 (noventa) días para manifestar su consentimiento. Vencido este plazo sin que el propietario haya manifestado su consentimiento en forma expresa, quedará expedita la vía para la aplicación de lo dispuesto en el art 6 de la ley 17 234: o sea, 

expropiar el inmueble ya declarado de utilidad pública o limitar los derechos de propiedad de acuerdo con las disposiciones del art. 8 de la misma ley.  . 


Se comete expresamente al MVOTMA la  inscripción  en el Registro de la Propiedad, Sección Inmobiliaria, de  los actos administrativos que dispongan limitaciones o prohibiciones al derecho de propiedad inmueble. 

Este es uno de los aspectos medulares de la nueva regulación; la incorporación voluntaria al sistema por parte de los particulares cuyos predios privados sean calificados como áreas protegidas.,  en principio carece de todo estímulo, lo cual hace poco probable esta hipótesis. 

Aquellos particulares que no se incorporen al sistema, pero que su propiedad sea calificada como área protegida, en el caso de no concretarse  la expropiación de su predio,   quedan sujetos a las limitaciones del art. 8, adecuadas a la categoría de área en la que se encuentre
. Mas adelante nos referiremos con mas detenimiento sobre este punto.

En cuanto al proceso de expropiación,  concluido  el mismo, el Estado solo dispone de 90 días para tomar posesión del inmueble (pagar el precio- escriturar); vencido dicho plazo la expropiación caduca de pleno derecho.

Además, una vez finalizado el proceso de calificación y selección de las área protegida. e identificados los predios de los particulares, estos no podrán enajenarlos, sin antes ofrecerlos en venta al MVOTMA, quien dispondrá de 60 días para contestar; vencido dicho plazo, se entenderá que rechaza el ofrecimiento.

Si acepta la oferta, el  MVOTMA, dispondrá de un plazo de 90 días para celebrar el contrato de compraventa (escriturar y pagar).

El particular que incumpla será pasible de una multa.

 V. LAS ZONAS ADYACENTES.

Las áreas protegidas no pueden existir en estado de aislamiento, por múltiples razones; las especies que las habitan no conocen los limites administrativos del área; los alrededores de un espacio protegido  están íntimamente relacionados con sus habitantes sean estos del reino animal o vegetal, salvo la existencia de una barrera física infranqueable que detenga la interacción; tampoco se puede conservar la biodiversidad de un espacio natural protegido si a su lado se instala una fabrica altamente contaminante o se decide realizar una explotación minera a gran escala que modifica las características físicas del entorno. 

Los planificadores de un área protegida deben tener presente estas circunstancias y deben prever la existencia de estas interacciones entre el área protegida y su entorno
.

El Decreto Reglamentario Nº 52/ 2005  dispone en el literal f del art. 9, que  como parte de la propuesta que el MVOTMA debe elevar al Poder Ejecutivo para incluir un área en el sistema,  se debe realizar la. delimitación en un plano a escala adecuada de la zona adyacente “...si correspondiere ...”

Las medidas de protección previstas para las zonas adyacentes a las áreas naturales protegidas serán de “... aplicación por el Poder Ejecutivo con el objetivo de articular las actividades y planes de desarrollo regionales con el cumplimiento de los objetivos específicos del Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas”(art. 16 del Reglamento).

 
En consecuencia: “... los planes de ordenamiento territorial nacionales o municipales y los planes o proyectos de desarrollo impulsados o aprobados por gobiernos departamentales o locales, empresas públicas y el Poder Ejecutivo, que involucren actividades u obras dentro de las zonas adyacentes ... deberán ser comunicados al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en forma previa a su aprobación o ejecución, según corresponda”. 

Es de destacar,  que la existencia de una zona de amortiguación implica también limitaciones,  no solo para el propietario de los inmuebles involucrados,  sinó también para los órganos del Estado, incluidos los Gobiernos Departamentales, quienes deberán adecuar sus planes o proyectos al estatuto de manejo del área adyacente. 

 VI. CATEGORÍA DE MANEJO DE ÁREAS PROTEGIDAS.

Las áreas protegidas pueden ser clasificadas de acuerdo con los diferentes objetivos  de protección para el cual se va a manejar la misma y de acuerdo a la finalidad que se pretende por medio de su conservación. Además, el diferente  grado de intervención humana en el área son elementos determinantes para establecer la categoría que la misma puede tener.

Desde el punto de vista jurídico, cada categoría de manejo, de acuerdo a sus objetivos va a determinar un diferente estatuto legal de protección
. 

La ley define diferentes categorías de manejo sin mayor rigor técnico (arts. 3 y 4)
.

En el Decreto Reglamentario  se  intentó enmendar esa falta de rigor y se establecen los objetivos de manejo de cada categoría (art. 3 del Decreto 52/005), respetando la nomenclatura utilizada por la doctrina  internacional: 

A) El Parque Nacional es definido como “aquellas áreas donde existan uno o varios ecosistemas que no se encuentren significativamente alterados por la explotación y  ocupación humana, especies vegetales y animales, sitios geomorfológicos y hábitats que presenten un especial interés científico, educacional y recreativo, o comprendan paisajes naturales de una belleza excepcional.”.

Sus objetivos de manejo son:

”1°. Proteger áreas naturales y escénicas de importancia nacional e internacional, con fines espirituales, científicos, educativos, recreativos o turísticos; 
2°. Perpetuar, en el estado más natural posible, ejemplos representativos de regiones fisiogeográficas, comunidades bióticas, recursos genéticos y especies, para conservar la estabilidad y la diversidad ecológicas; 
3°. Manejar la utilización del sitio por parte de los visitantes, velando porque dicha utilización responda a fines de inspiración, educativos, culturales y recreativos, a un nivel que permita mantener al área en estado natural o casi natural; 
4°. Suprimir, y por ende impedir las actividades de explotación y los asentamientos que estén en pugna con los objetivos de la designación; 
5°. Promover el respeto por los atributos ecológicos, geomorfológicos, culturales, históricos, arqueológicos y religiosos o estéticos que han justificado la designación; y, 
6°. Tener en cuenta las necesidades de las poblaciones locales, incluyendo el uso de recursos naturales para su subsistencia, en la medida que éstas no afecten adversamente a los otros objetivos de manejo”. 

B) Monumento natural es “aquella área que contiene normalmente uno o varios elementos naturales específicos de notable importancia nacional, tales como una formación geológica, un sitio natural único, especies o hábitats o vegetales que podrían estar amenazados, donde la intervención humana, de realizarse, será de escasa magnitud y estará bajo estricto control.”
Sus objetivos de manejo son:

”1°. Proteger o preservar a perpetuidad las características naturales y culturales destacadas que son específicas del área, a causa de su importancia natural y/o su calidad excepcional o representativa y/o sus connotaciones espirituales; 
2°. Brindar oportunidades para la investigación, la educación, la interpretación y la apreciación del público, en un grado compatible con el objetivo precedente; 
3°. Eliminar, y por lo tanto impedir, la explotación u ocupación hostiles al propósito de la designación; y, 
4°. Aportar a las poblaciones residentes beneficios que sean compatibles con los otros objetivos de manejo”. 

C) Paisaje protegido es definido por la ley como “superficie territorial continental o marina, en la cual las interacciones del ser humano y la naturaleza, a lo largo de los años, han producido una zona de carácter definido, de singular belleza escénica o con valor de testimonio natural, y que podrá contener valores ecológicos o culturales”
Sus objetivos de manejo son: 

”1°. Preservar la interacción armoniosa entre la naturaleza y la cultura, a través de la protección de paisajes terrestres y/o marinos y el mantenimiento de las prácticas tradicionales de utilización de tierras, los métodos de construcción y las manifestaciones sociales y culturales presentes y pasadas; 
2°. Promover estilos de vida y actividades económicas que estén en armonía con la naturaleza y la preservación de la trama social y cultural de las comunidades concernientes; 
3°. Conservar la diversidad del paisaje, del hábitat y de las especies y ecosistemas asociados, excluyendo cuando sea necesario, y, por lo tanto previniendo, las modalidades de utilización de tierras y las actividades de carácter y/o magnitud inadecuada; 
4°. Ofrecer oportunidades de esparcimiento público a través de formas de recreación y turismo que estén en consonancia, por su carácter y magnitud, con las calidades esenciales de estas áreas; 
5°. Alentar las actividades científicas y educativas que contribuyan al bienestar a largo plazo de las poblaciones residentes y a estimular el apoyo público en favor de la protección ambiental de dichas áreas; y, 
6°. Aportar beneficios a las comunidades locales, y contribuir a su bienestar, a través del suministro de productos naturales (como los derivados de los bosques y la pesca) y la prestación de servicios (como abastecimiento de agua potable o generación de ingresos a partir de formas sostenibles de turismo)”. 

D) Sitios de protección se entiendo en la ley que son: “aquellas áreas relativamente pequeñas que poseen valor crítico, dado que:

 - Contienen especies o núcleos poblacionales relevantes de flora o fauna.

 - En ellas se cumplen etapas claves del ciclo biológico de las especies.

- Tienen importancia significativa para el ecosistema que integran.

- Contienen manifestaciones geológicas, geomorfológicas o arqueológicas relevantes”.
Sus objetivos de manejo son: 

”1°. Preservar los hábitats, ecosistemas y especies en el estado más natural posible; 
2°. Mantener los recursos genéticos en un estado dinámico y evolutivo; 
3°. Salvaguardar las características estructurales del paisaje los afloramientos rocosos o las manifestaciones arqueológicas; 
4°. Mantener los procesos ecológicos establecidos; 
5°. Disponer de ejemplos de ámbitos naturales para la realización de estudios científicos, actividades de monitoreo ambiental y educativas, incluidas las áreas de referencia, a las cuales no se permite el acceso, salvo que sea indispensable; 
6°. Reducir al mínimo las perturbaciones, mediante la planificación cuidadosa y la realización de investigaciones y otras actividades aprobadas; y, 
7°. Limitar el acceso del público.” 

Por vía reglamentaria se incorporaron dos categorías que no estaban previstas en la Ley; con ello se corrige una omisión que  resulta fundamental  para un país como Uruguay en el que la mayoría de los espacios naturales dignos de protección están en su mayoría  en manos de particulares. Estas categorías admiten usos productivos de la tierra con mayor flexibilidad que las consagradas en la ley.

Las categorías incorporadas son (art. 4 y5): 

E) Áreas de manejo de hábitat y/o especies; se las define como: “Area terrestre y/o marina sujeta a intervención activa con fines de manejo, para garantizar el mantenimiento de los hábitat y/o satisfacer las necesidades de determinadas especies”

Sus objetivos de conservación son: 
”1°. Mantener el hábitats en las condiciones necesarias para proteger a especies importantes, grupos de especies, comunidades bióticas o característicos físicas del ambiente, cuando ello exija cierto tipo de manipulación humana concreta para un manejo óptimo; 
2°. Facilitar las investigaciones científicas y el monitoreo ambiental, como principales actividades asociadas al manejo sostenible de los recursos; 
3°. Establecer áreas limitadas con fines educativos y para que el público aprecie las características de los hábitat en cuestión y de las actividades de manejo de la vida silvestre; 
4°. Excluir, y por lo tanto prevenir, la explotación u ocupación hostiles a los propósitos de designación; y, 
5°. Aportar a las poblaciones que viven dentro del área designada los beneficios derivados de las prácticas o actividades que sean compatibles con los otros objetivos de manejo”. 

F) Área protegida con recursos manejados; se las define como: “Area que contiene sistemas naturales predominantemente no modificados, que es objeto de actividades de manejo para garantizar la protección y el mantenimiento de la diversidad biológica a largo plazo, así como proporcionar al mismo tiempo, un flujo sostenible de productos naturales y servicios para satisfacer las necesidades de la comunidad.” 

Los objetivos de manejo para esta  categoría son: 
”1°. Proteger y mantener a largo plazo la diversidad biológica y otros valores naturales del área;

2°. Promover prácticas de manejo racionales con fines de producción sostenible; 
3°. Preservar la base de recursos naturales contra la enajenación de otras modalidades de utilización de tierras que sean perjudiciales para la diversidad biológica del área; y, 
4°. Contribuir al desarrollo regional y nacional.” 

De acuerdo a lo expresamente previsto en el art. 6 de la ley 17 234, los predios que se incorporen al sistema bajo estas dos categorías  agregadas por vía reglamentaria  no están comprendidos por la declaratoria de utilidad publica dispuesta en el mismo artículo;  por ende , en caso de que se pretenda expropiarlos se deberá establecer la utilidad pública,  en cada caso,  por una ley expresa.  

La DINAMA tiene la potestad de establecer un plan director general para cada categoría, que será la base de los planes específicos de manejo para cada área. 

G) Áreas de conservación o reserva departamentales; en el  artículo 4 de la ley,  se prevé, que los Municipios en el ámbito de su jurisdicción pueden  constituir este tipo de áreas protegidas; éstas,  podrán ser incorporadas “...al Sistema Nacional de Areas Naturales Protegidas por el Poder Ejecutivo, de conformidad con lo dispuesto por la presente ley”.

De este modo se reserva exclusivamente para el Sistema Nacional la nomenclatura  asignada a las áreas naturales  por la ley; las áreas municipales,  para formar parte del sistema, deben ser calificadas como tales por el Poder Ejecutivo a propuesta del MVOTMA.

Por vía reglamentaria, se estableció el procedimiento por el cual se puede realizar la propuesta de incorporación.

Este mismo mecanismo, es el que habilitaría la inclusión en el sistema de áreas naturales,  propuestas por particulares, que deseen incorporar un predio propio o 

uno ajeno al sistema. 

Si bien la ley no prevé  la posibilidad de la existencia de áreas naturales privadas, nada impide su existencia. 

La propuesta de incorporación voluntaria al sistema se debe presentar ante la DINAMA y debe contar por lo menos con los siguientes recaudos (art. 6º del Decreto 52/2005): 

”a) Ubicación y delimitación propuesta en un plano a escala adecuada, 
b) Identificación en Plano Catastral de los padrones involucrados, 
c) Caracterización del medio físico, biológico, socioeconómico, uso actual y potencial de la tierra y aspectos culturales, históricos y arqueológicos, 
d) Aspectos destacados que justifican su inclusión en el Sistema Nacional de Areas Naturales Protegidas y objetivos de conservación. “ 

VII. MEDIDAS DE PROTECCIÓN; LIMITACIONES AL DERECHO DE PROPIEDAD.

Se establece un elenco no taxativo de  medidas de protección que pueden ser aplicadas a las áreas que forman parte del Sistema. 

Como se dijo no se vincula las medias de protección con la categoría de manejo del área. El Reglamento de la ley tampoco vincula ambos conceptos. 

En consecuencia, la aplicación de la limitación a los predios que integren cada área protegida del Sistema será determinado en el Plan de Manejo del área específica.

En el art.  8  de la ley se faculta al  Poder Ejecutivo, a propuesta del MVOTMA establecer “las  limitaciones o prohibiciones respecto a las actividades que se realicen en las áreas comprendidas en el Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas y zonas adyacentes”.

El elenco de limitaciones genéricamente considerado  es el siguiente:

     “ A)La edificación o urbanización, salvo aquellas contenidas expresamente en los planes de manejo del área respectiva.

      B)La ejecución de obras de infraestructura o la instalación de monumentos que alteren el paisaje o las características ambientales del área.

      C)La introducción de especies alóctonas de flora y fauna silvestre.

      D)Los vertidos de residuos, así como el desagüe de efluentes o la liberación de emisiones contaminantes, sin el tratamiento que se disponga.

      E)La recolección, la muerte, el daño o la provocación de molestias a animales silvestres, incluyendo la captura en vivo y la recolección de sus huevos o crías, así como la alteración o destrucción de la vegetación.

      F)La emisión o producción de niveles de ruido perturbadores para el entorno.

      G)La actividad de caza y de pesca, salvo que éstas se encuentren 

      específicamente contempladas en los planes de manejo de cada área.

      H)El desarrollo de aprovechamientos productivos tradicionales o no, que por su naturaleza, intensidad o modalidad, conlleven la alteración de las características ambientales del área.

      I)Los aprovechamientos y el uso del agua, que puedan resultar en una alteración del régimen hídrico natural, que tenga incidencia dentro de un  área natural protegida.

      J)Otras medidas de análogas características, necesarias para la adecuada protección de los valores ambientales, históricos, culturales o  paisajísticos de cada área”.

Como dijimos, es  una enunciación no taxativa, ya que el literal final permite la incorporación de “medias análogas” para la protección del medio ambiente en sentido amplio.

Se trata de verdaderas limitaciones al derecho de propiedad que deben ser dispuestas  por una  norma con rango de ley e inspiradas en el interés general, como se da en este caso.

Es de destacar, que estas limitaciones también pueden afectar  a las “zonas adyacentes”; se recoge de este modo el concepto de zona de amortiguación, comprendida por aquellos predios, que sin formar parte del áreas protegidas , por su  cercanía o vecindad con las mismas, deben también observar ciertas limitaciones a los derechos de propiedad en beneficio de la comunidad.

De acuerdo a lo dispuesto por el art. 6 de la ley, el MVOTMA, sin perjuicio de la facultad de expropiar los predios particulares que formen parte de un área protegida, integrada al Sistema, puede establecer limitaciones específicas para dichos padrones, a efectos de determinar los “usos y manejos” que entienda pertinentes.

La propiedad está amparada por la Constitución como "un derecho inviolable" (art. 32). El texto co​rresponde al art. 31 de las Constituciones de 1934 y 1942 y se diferencia de los artículos de las de 1830 (art. 144) y 1918 (art. 169) en la ausencia del adjetivo "sagrado", propio de un individualismo excesivo de la burguesía revolucionaria francesa. La Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, de 1789, es​tablecía en efecto: "17: La propiedad, siendo un dere​cho inviolable y sagrado, nadie puede ser privado de ella sino cuando la necesidad pública, legalmente com​probada, lo exija evidentemente y bajo la condición de una justa y previa compensación".

Las exigencias de la evolución social determinaron la atenuación del individualismo;  se admitió la limitación razonable del ejercicio del derecho de propiedad en interés de la; convivencia colectiva, tal como lo demuestran las propias definicio​nes de los Códigos Civiles, entre los que citaremos al francés y al uruguayo.

El art. 544 del C.C. francés dice: "La propiedad es el derecho de gozar y disponer de las cosas de la ma​nera más absoluta, con tal que no se haga de ella un uso prohibido por las leyes y reglamentos". 

Correspon​de al art. 486 de nuestro Código: "El dominio (que se llama también propiedad) es el derecho de gozar y disponer de una cosa arbitraria​mente, no siendo contra la ley o contra derecho ajeno".

El art. 487 detalla los derechos que comprende el de gozar y disponer de una cosa y el 488 agrega que "El ejercicio de esos derechos queda subordinado a las prohibiciones de las leyes o reglamentos y a la imper​fección del dominio, resultante de las convenciones o de la voluntad del testador".

La eliminación de la palabra "sagrado",  vino a reconocer la si​tuación del derecho de propiedad como derecho no ab​soluto sino sujeto a regulación legal razonable, lo que ahora dice expresamente el art. 32 de la Constitución: "La propiedad es un derecho inviolable, pero sujeto a lo que establecieren las leyes por razones de interés ge​neral". Las leyes pueden regular razonablemente el ejercicio de este derecho.

La intensidad de las limitaciones que se imponga a los particulares, será lo determinante para establecer, si se hace necesaria la expropiación o no del predio. En efecto, en la medida  que el propietario se vea absolutamente impedido de toda  actividad, puede considerar que se impone el pago de la indemnización.

El Dr Sayagués Laso enseñaba que “ ... la ley únicamente puede establecer limitaciones a la libertad de ejercer actividades lícitas, y la privación de  la actividad lícita lucrativa que estuviere realizando un particular sólo puede disponerse mediante expropiación porque supone quitarle un derecho con claro contenido patrimonial actual . De ahí la responsabilidad del Estado cuando afecte tales derechos por acto legislativo, omitiendo acordar la correspondiente indemnización”

El fundamento de esta responsabilidad se encuentra en el principio de “igualdad ante las cargas públicas”, que no es más que una especificación del principio de igualdad ante la ley consagrado por el art. 8 de la Constitución.

Según la doctrina alemana, la actividad del Estado “...no ocurre sin que los individuos sufran algunos perjuicios, pero ellos entran dentro de las  condiciones de existencia del Estado ...Pero, a  partir del momento en que estos perjuicios afectan a un individuo de manera desigual y desproporcionada , empieza a actuar la equidad y cuando el perjuicios se traduce en un daño material... habrá lo que se llama el sacrificio especial...que debe indemnizarse”

La Suprema Corte de Justicia en un fallo histórico ha manifestado que: “ que no comprometen la responsabilidad del Estado aquellas actividades que tiendan a mantener o afianzar el orden público , o las buenas costumbres, las que tiendan a la protección de la moralidad y la salud colectivas, la defensa y la seguridad de la nación, etc. “

Los  criterios doctrinarios y jurisprudenciales,   que se han tomado en cuenta para analizar si  las limitaciones al derecho de propiedad pueden dar mérito a  una indemnización del Estado, son básicamente los siguientes : 

· Si exceden  los sacrificios normales de la vida en sociedad

· Ser directas sobre el patrimonio de personas claramente identificadas, no genéricas. 

· Si pueden ser  apreciables en dinero.

· Ser  de   gran entidad.

En consecuencia, las afectaciones pecuniarias impuestas por la incorporación de un predio particular al Sistema Nacional,  deberán ser analizadas en cada caso para poder determinar si  se traducen en la posibilidad, por parte del particular afectado,   de iniciar  una acción contra el Estado, para obtener la debida indemnización de su eventual perjuicio;  tanto el mérito de la pretensión, como el quantum debeatur,  serán determinados, en cada caso,  por el Tribunal competente y con las garantías del debido proceso. 

VIII. ADMINISTRACIÓN DE LAS ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS ESPECÍFICAS.

Una vez que el área protegida sea incorporada al Sistema Nacional de acuerdo al procedimiento previsto en la ley, se debe designar alguien que la administre como tal

La designación será realizada por  el Poder Ejecutivo a propuesta del MVOTMA.

La administración, tal como lo preveía la ley 15.939 (Ley forestal), puede ser asignada a  personas públicas o privadas, sin ningún tipo de limitación en cuanto a la naturaleza del órgano: persona física, organización no gubernamental, municipio, ente autónomo, etc. 

El procedimiento a seguir para la adjudicación no esta determinado por la norma, sin embargo, dispone que el estatuto del adjudicatario, es el correspondiente al de concesionario de un servicio público.

En el art. 11 del  reglamento, como única condición,   se  estableció que la  capacidad técnica, administrativa y de gestión que se requiere refiere al “… cumplimiento de los objetivos de conservación y las pautas generales del plan de manejo establecidos para las respectivas áreas”

Se aclara además, que “los administradores de las áreas naturales protegidas, sean éstos personas públicas o privadas, deberán designar un director de cada una de ellas, quien será el encargado del relacionamiento con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, así como del cumplimiento de los planes de manejo y demás disposiciones de la Ley N° 17.234 y del presente decreto”.

IX. PLANES DE MANEJO.

Por plan de manejo se entiende, el programa de acción para cada área específicamente considerada en el que se  deberá “… especificar claramente las condiciones de uso y las acciones necesarias para cumplir con los objetivos de conservación establecidos para las diferentes categorías de manejo, de acuerdo con lo que se dispone en el presente decreto” (art. 14 del Decreto Nº52/005)
.
Se comete a la DINAMA (art 12 de la ley) , la elaboración de pautas y planes generales para cada categoría de área  y  las zonas contiguas (“región adyacente”).

Por expreso mandato del reglamento esas pautas generales deben prever: ”los mecanismos para asegurar la participación de equipos multidisciplinarios y de los actores locales en la elaboración de los mismos, así como para evaluar la eficacia de la gestión en el cumplimiento de los objetivos del área”(art 14 in fine). 

Sobre la base de las limitaciones al derecho de uso de los predios involucrados ( art. 8 de la ley)  y las pautas o planes directores generales para cada categoría de espacio protegido,  es que se deben elaborar los planes de manejo específicos para cada una de las identificadas dentro del sistema. 

La elaboración del plan específico es encomendada a quien le corresponda su administración;  el plazo para su realización  es de un año a partir de la adjudicación de la  administración del área. 

El  MVOTMA es el órgano encargado de su aprobación; sin perjuicio de ello, la misma ley dispuso que  las limitaciones y prohibiciones que afecten los derechos de propiedad  deben ser aprobadas por el Poder Ejecutivo a propuesta del MVOTMA.

Si consideramos que en los Planes de Manejo es donde se indicara expresamente cuales son las limitaciones previstas en el art. 8 de la ley  que afectan los derechos de propiedad de los particulares involucrados en el Sistema Nacional,  entendemos que el mismo también  deberá ser aprobado por el Poder Ejecutivo 

Se derogo la necesidad de que el plan sea  sometiera al procedimiento de Autorización Ambiental  Previa, pero toda actividad  u obra física que se pretenda realizar en el área y que no este prevista en el plan, sí  debe ser sometida al procedimiento referido.(art. 21 del reglamento y  numeral 34 del art. 2 del decreto Nº 349/005, de fecha 21/09/20005).

X. ASPECTOS  FINANCIEROS.

En el capítulo II, bajo el título “De los aspectos financieros y tributarios”, se encuentran dos  artículos (16 y 17).

 Pese al nombre del capítulo no existe ninguna norma que refiera a aspectos tributarios. No se contó con la necesaria iniciativa e  intervención del  Poder Ejecutivo, en la materia, lo que  determinó que no se estableciera ningún tipo de normativa de orden tributario. 

Se crea el  “Fondo de Áreas Protegidas” destinado al cumplimiento de los fines de la ley, que será administrado por el MVOTMA. La fuente de ingresos está establecida en el artículo identificado. 

En el  literal B del art. 16 se dispuso: “El producido total de la venta de publicaciones científicas relativas a las áreas protegidas, libros o materiales de divulgación, objetos recordatorios, artesanías locales y otros”. 

Una interpretación literal del mismo implicaría, que se está  afectando los derechos individuales de quienes son autores de los trabajos científicos, o de las artesanías u objetos recordatorios de las áreas protegidas que se podrían vender en el lugar; una interpretación lógica y armónica nos permite concluir que  la disposición solo resultaría aplicable a los bienes que se produzcan por parte de dependencias del Estado, no respecto de los producidos o creados por particulares.

Se autoriza al Poder Ejecutivo a propuesta del MVOTMA a fijar los precios por la prestación de los servicios, explotación e ingresos a las áreas.; el producido será vertido al fondo.

XI.  INSPECCIÓN,  CONTRALOR Y SANCIONES.   

La función de inspección y contralor será ejercida por los funcionarios de la DINAMA; los administradores de las áreas., tienen la obligación de permitir en todo tiempo el ingreso a las mismas , a efectos de que éstos puedan cumplir sus cometidos.

Los mismos funcionarios, y aquel personal encargado de la administración del área específica , debidamente autorizados por la DINAMA , en el ejercicio de estas funciones, pueden actuar en forma cautelar, frente a hechos presuntamente ilícitos, facultándolos para proceder al secuestro de los objetos o productos ilícitos (vegetales, animales, etc.) así como los elementos empleados para la comisión del mismo (armas, vehículos, etc.). Una vez cumplida la medida cautelar se debe dar cuenta inmediata a la autoridad judicial competente. La ley solo hace referencia a los juzgados de paz en el entendido de que las áreas protegidas  se encuentran emplazadas en zonas rurales.

Tanto los funcionarios de la DINAMA , como el personal encargado del área., pueden requerir el auxilio de la Fuerza Pública para el cumplimiento de sus cometidos; según el ámbito donde se encuentre el espacio protegido,  se recurrirá a los funcionarios del Ministerio del Interior o de la Prefectura Nacional Naval.   

El órgano encargado de imponer las sanciones administrativas
  es el MVOTMA ((Arts.18,19,  20  y 21) las sanciones consisten en:

· multas;

· incautación del objeto producto de la actividad ilícita o el producido de la comercialización de los mismos (dinero), cuya introducción o extracción se encuentre prohibido, así como todo otro elemento que directa o indirectamente fuera empleado para la comisión de la infracción (vehículos, armas, embarcaciones, etc.); 

· suspensión o cancelación de los permisos de los permisos, o concesiones que se hubieran conferido al infractor.

En el art. 19 se prevé las circunstancias agravantes ; en el art. 20 se dispone que los animales vivos pertenecientes a la fauna autóctona, sean reintegrados a sus hábitats naturales. Los costos de los procedimientos necesarios serán repetidos contra los infractores.

También resulta aplicable al caso lo dispuesto por  el art. 4° de la ley N° 16.466 19/01/94 , que hace civilmente responsable a los culpables por el daño causado; en el caso  en que ello resulte posible, el culpable del daño  debe asumir los costos de la reposición de la situación a su estado anterior, o en su defecto, solventar  todas las medidas de mitigación del daño.

Si el accionar del infractor, se encuadrara en una figura penal, también tendrá que responder por el delito. 
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